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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, veintiséis (26) de abril del año dos mil veintidós (2022).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: LUZ MARINA CASTRO DE GARCIA,

DEMANDADO NACION  -  MIN.  DE  EDUCACION  NACIONAL  –
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES
DEL MAGISTERIO Y OTROS.

RADICADO: 200013333-002-2018-00458-00

JUEZ: VICTOR ORTEGA VILLAREAL

CONSIDERACIONES

De conformidad con los artículos 12 y 13 del Decreto Legislativo 806 de 04 de junio
de 2020 proferido por el gobierno nacional producto de la pandemia del Covid-19
“Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información
y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado
de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, el Despacho procede a pronunciarse
respecto de la resolución de excepciones previas en esta jurisdicción.

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término
para
reformar
demanda

Fecha
inicial

Fecha final Fecha
inicial

Fecha final

07/02/2022 08/02/2022 09/02/2022 23/03/2022 06/04/2022

Revisado  el  expediente,  se  constata  que  el  Ministerio  de  Educación  –  Fomag
contestó  formulando  la  excepción  previa  de  falta  de  integración  de  litis  consorte
necesario por pasiva, ineptitud sustancial de la demanda. Así mismo, se observa que
el Departamento del Cesar, que en su escrito de contestación, formuló la excepción
previa de falta de legitimación en la causa por pasiva. 

Por su parte, el municipio de Valledupar no dio respuesta a la presente demanda,
pese  a  que  por  secretaría  hicieron  las  notificaciones  respectivas  y  se  le  corrió
traslado de esta dentro del término previsto en la ley.  

Procede el despacho a pronunciarse frente a las excepciones previas de falta de
legitimación en la  causa por  pasiva  e ineptitud  de la  demanda en los  siguientes
términos:
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FALTA  DE  LEGITIMACIÓN  EN  LA  CAUSA  POR  PASIVA,  por  el
DEPARTAMENTO DEL CESAR.

El despacho resuelve la excepción en los siguientes términos: 

Para resolver esta excepción hay que tenerse en cuenta que la Ley 91 de
1989 en su artículo 3º creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio  como  una  cuenta  especial  de  la  Nación,  con  independencia
patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos son
manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual
el  Estado  tiene  más del  90% del  capital.  A  su  turno,  el  artículo  9  ibídem
estableció como obligación del Fondo el pago de las prestaciones sociales,
quedando  su  reconocimiento  a  cargo  de  las  entidades  territoriales  como
delegadas.  Así  lo  señala la  norma en cita:  "Las prestaciones sociales que
pagará  el  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio,  serán
reconocidas  por  la  Nación  a  través  del  Ministerio  de  Educación  Nacional,
función  que  delegará  de  tal  manera  que  se  realice  en  las  entidades
territoriales."  (Negrilla y subrayas fuera del  texto) En ese mismo sentido el
artículo 180 de la Ley 115 de 1994 consagra que las prestaciones sociales de
los  docentes  serán  reconocidas  por  intermedio  del  representante  legal  del
Ministerio  de  Educación  Nacional  ante  la  entidad  territorial  a  la  que  se
encuentre  vinculado  el  docente  y  agrega  que  “el  acto  administrativo  de
reconocimiento se hará mediante resolución que llevará, además, la firma del
Coordinador Regional de Prestaciones Sociales”. A su turno, la Ley 962 de
2005 "Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y
procedimientos administrativos de los organismos y entidades del Estado y de
los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos ",
dispone:  “Artículo  56.  Racionalización de trámites en materia  del  fondo de
prestaciones sociales del magisterio. Las prestaciones sociales que pagará el
Fondo Nacional  de prestaciones Sociales del  Magisterio  serán reconocidas
por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por
parte  de  quien  administre  el  Fondo,  el  cual  debe  ser  elaborado  por  el
secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a
la  que  se  encuentre  vinculado  el  docente.  El  acto  administrativo  de
reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del secretario
de Educación de la entidad territorial." 

Teniendo  en  cuenta  el  anterior  contexto  normativo,  no  cabe  duda  que  el
reconocimiento de las prestaciones sociales está a cargo del Fondo Nacional
de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio,  y  es  efectuado  por  delegación  a
través  de  las  secretarías  de  educación  de  las  entidades  territoriales
certificadas. 

La secretaría de Educación del departamento del Cesar actuó delegación al
expedir el acto administrativo que hoy se demanda en sede judicial por lo que
la representación del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio
la tiene la Nación – Ministerio de Educación Nacional y, así las cosas, SE
DECLARA PROBADA, la excepción de falta de legitimación en la causa por
pasiva respecto de la Secretaria de Educación, Departamento del Cesar.

INEPTA DEMANDA por el Ministerio de Educación – Fomag.

La inepta demanda tiene dos manifestaciones principales, una la atinente a la
indebida  acumulación  de  pretensiones,  que  se  ha  visto  cada  vez  menos

2



utilizada, en tanto la tendencia del operador jurídico es la de conocer y asumir
el estudio de lo que pueda dentro de esa indebida acumulación y, la otra, que
la  que interesa en este  caso,  cuando la  demanda no reúne los  requisitos
legales y todo lo que directa o indirectamente los afecte. 

En  más  de  las  veces,  erradamente,  los  sujetos  procesales  e  incluso  los
operadores jurídicos, etiquetan toda irregularidad dentro del gran contenido de
la inepta demanda, lo cual desborda el entendimiento de la figura del libelo
inadecuado, por cuanto el  planteamiento por vía de la excepción previa no
puede llevar a asumir los aspectos propios del fondo del litigio. Pues bien, en
los casos de nulidad y restablecimiento del derecho, los requisitos legales son
aquellos  contenidos  en  el  artículo  162  del  CPACA,  que  corresponde  al
proceso contencioso administrativo son: 

- La designación de las partes y de sus representantes. 
- Las pretensiones expresadas con precisión y claridad. 
- Los hechos debidamente determinados, clasificados y numerados. 
- Los fundamentos de derecho de las pretensiones. 
- Si la demanda es contra acto administrativo, las normas violadas y el
concepto de violación. 
- Las pruebas y la petición de pruebas. 
-  El  lugar  y  dirección  donde  las  partes  y  el  apoderado  de  quien
demanda recibirá notificaciones personales. Es viable que sea dirección
electrónica.

La ineptitud sustantiva de la demanda se encuentra consagrada en el numeral
5º  del  artículo  100  del  Código  General  del  Proceso,  hace  referencia  a  la
ausencia de los requisitos formales de la demanda o la indebida acumulación
de pretensiones, sin embargo, revisado el contenido de la demanda la misma
se admitió por parte del despacho, y el en el CPACA el artículo 162 consagra
los requisitos mínimos que debe contener toda demanda, por lo que el líbelo
se encuentra presentado en debida forma y la excepción no tiene vocación de
prosperar.

Para configurarse la presente excepción, la parte accionada debió aportar con
la  contestación  que  notificó  decisión  al  respecto,  para  dar  respuesta  a  la
petición del  demandante,  donde constara que contra el  mismo procedía el
recurso de apelación, y que la parte actora no lo presentó.

En ese mismo orden, el artículo 161, numeral 2° del CPACA, consagró como
requisito de procedibilidad de la acción contencioso-administrativa, respecto a
la impugnación de actos administrativos lo siguiente: 

“Cuando se presenta la nulidad de un acto administrativo particular deberán
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la Ley fueren
obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá
demandar directamente el acto presunto. 

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer
los  recursos procedentes,  no  será  exigible  el  requisito  que se  refiere  este
numeral” 

Es decir,  que la norma en comento no consagra que el accionante ante la
configuración de un acto administrativo ficto o presunto de carácter negativo
debe presentar una nueva petición para que la entidad renuente a contestar
certifique que no dio respuesta a la solicitud inicial por cuanto esto convertiría
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a la actuación en interminable al reiniciarse nuevamente los términos para dar
respuesta, lo que no ha sido la finalidad del legislador. 

La excepción de ineptitud sustantiva de la demanda se reitera que procede
ante la falta de interposición del recurso de apelación, el cual es de carácter
obligatorio, pero este solo procede contra los actos administrativos particulares
que dan la oportunidad para interponerlo, lo que significa que constituye un
presupuesto  procesal  para  acudir  ante  la  jurisdicción  contencioso-
administrativa.

También se incluiría la norma sobre anexos necesarios del artículo 166 ib., a
fin  de  que  en  los  procesos  en  los  que  se  discute  la  legalidad  del  acto
administrativo,  se  adjunte  copia  del  acto  acusado  con  las  constancias  de
publicación, comunicación, notificación o ejecución, según el caso. 

Es claro que a partir de los dispositivos indicados, el demandante debe invocar
la norma que considera se transgrede y aparejado a ello, cuando se trata de
desvirtuar la presunción de legalidad del acto administrativo, debe esgrimir la
argumentación sobre las razones por las que éste infringe el ordenamiento
jurídico que se menciona, por eso con buen criterio, se dice que la jurisdicción
de lo contencioso administrativo, sobre todo cuanto se trata de desvirtuar la
presunción de legalidad del acto, es de estirpe rogada. 

El concepto de violación en materia de cuestionamiento de la legalidad del
acto administrativo, junto con la causa petendi, desmarca la indeterminación o
imprecisión sobre qué es lo que se quiere judicializar y por qué, y da paso a
los límites, por demás adecuados, de cara a la presunción de legalidad que
protege el  acto,  para  que el  operador  jurídico  pueda abordar  el  análisis  y
adoptar la decisión que se encuadra en aquellos aspectos o derroteros que el
demandante en su libelo introductorio pone de presente y que luego, se van
nutriendo con las demás postulaciones de los restantes sujetos procesales,
quienes  pueden  apoyar  los  argumentos  de  la  demanda  -como  tercero
interesado o coadyuvante- u oponerse mediante la concurrencia como parte
pasiva o también como tercero interesado o coadyuvante. 

Se  trata  entonces  de  un  medio  instrumental  de  vital  importancia  para  el
proceso que versa sobre la legalidad del acto y para su buen término mediante
decisión, pero no puede considerarse como un aspecto que permita descartar
la  demanda  y,  por  ende,  su  ingreso  a  la  jurisdicción  de  lo  contencioso
administrativo, en etapas tempranas. De ahí que se permita su subsanación e
incluso su reforma.

Para  el  despacho  los  argumentos  expuestos  por  la  defensa  técnica  de  la
entidad demandada no tienen vocación de prosperar, si bien es cierto que la
excepción previa de ineptitud sustantiva de la demanda se fundamenta en la
falta de los requisitos formales o por la indebida acumulación de pretensiones,
en  el  caso  objeto  de  estudio  no  se  presentan  ninguna  de  estas  dos
circunstancias,  toda  vez  que  con  el  libelo  inicial  la  parte  actora  señala
expresamente las disposiciones normativas bajo las cuales ataca de nulidad el
acto demandado. 

FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORTE NECESARIO POR PASIVA.

El  artículo  61  del  C.G.P.  trae  la  figura  del  litisconsorcio  necesario,  en  los
siguientes términos:
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“ARTÍCULO  61.  Cuando  el  proceso  verse  sobre  relaciones  o  actos
jurídicos respecto de los cuales,  por su naturaleza o por disposición
legal, haya de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir
de mérito sin la comparecencia de las personas que sean sujetos de
tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá
formularse por todas o dirigirse contra todas; si  no se hiciere así,  el
juez,  en  el  auto  que  admite  la  demanda,  ordenará  notificar  y  dar
traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la
forma  y  con  el  término  de  comparecencia  dispuestos  para  el
demandado.

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez
dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de
parte,  mientras  no  se  haya  dictado  sentencia  de  primera  instancia,  y
concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso
se suspenderá durante dicho término. (…)”

La jurisprudencia del CONSEJO DE ESTADO, ha dicho al respecto:

“Existe  litisconsorcio  necesario  cuando  hay  pluralidad  de  sujetos  en
calidad  demandante  (litisconsorcio  por  activa)  o  demandado
(litisconsorcio por pasiva) que están vinculados por una única “relación
jurídico sustancial” (art. 51 C. de P. Civil); en este caso y por expreso
mandato de la ley, es indispensable la presencia dentro del litigio de
todos y cada uno de ellos, para que el proceso pueda desarrollarse,
pues  cualquier  decisión  que  se  tome dentro  de  éste  es  uniforme y
puede perjudicar o beneficiarlos a todos.”1

Como quiera que, en el caso sub judice, el ministerio de educación – Fomag
manifiesta que la demanda no comprende todos los litisconsortes necesarios
por  pasiva,  toda  vez  que  la  entidad  departamental  de  NORTE  DE
SANTANDER –  SECRETARÍA DE EDUCACIÓN,  no  fue  convocado.  Debe
advertirse que esta excepción no tiene vocación de prosperar toda vez que el
departamento norte de Santander no tiene injerencia en el presente proceso,
en vista de que la entidad que reconoció y ordenó el pago de la pensión de
invalidez  de la  accionante fue la  secretaria  de educación  del  municipio  de
Valledupar. 

Ahora bien, el despacho procede a pronunciarse de oficio frente a la excepción de
caducidad. 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal d) del
CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La
demanda deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando: (…) c) Se dirija contra actos que reconozcan o
nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá
lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe;

1 CONSEJO DE ESTADO. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. CP: Ruth Stella Correa Palacio. Bogotá, D.C.,

19 de julio de 2010. Rad.: 66001-23-31-000-2009-00073-01 (38341). Actor: Jairo De Jesús Hernández Valencia. Demandado:
INVIAS. 
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En atención a la norma antes mencionada, se declara NO PROBADA la excepción
de caducidad, en el presente medio de control.

Las demás excepciones serán resueltas en la sentencia.

FIJACIÓN DEL LITIGIO

Procede  este  despacho  a  establecer,  si  el  acto  administrativo  demandado  se
encuentra viciado de nulidad, al determinarse si le asiste derecho o no, a la señora
LUZ MARINA CASTRO GARCIA, a la reliquidación de su pensión de invalidez. 

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó las pruebas que se indica a folio 44 del anexo 46 del
expediente digital.

Atendiendo lo dispuesto en el numeral 10 del artículo 180 del CPACA, precisa el
señor juez, que solo se decretarán las pruebas que sean necesarias para demostrar
los  hechos  sobre  los  cuales  hay  disconformidad,  frente  a  los  cuales  no  obre
constancia  dentro  del  expediente  y  que las  partes  no estuvieran en el  deber  de
aportar, por ser este el espíritu de lo previsto en el artículo 181 del CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

A. Parte demandante. 

Téngase como prueba documental en su alcance legal los documentos allegados
por la PARTE DEMANDANTE al presentar la demanda, que obran en los folios
02 al 17 del anexo 1 del expediente. 

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la
sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

III.- DISPONE

PRIMERO:  DECLARESE  NO  PROBADADA  la  excepción  de  inepta  demanda
propuesta por el MINISTERIO DE EDUACIÓN – FOMAG.

SEGUNDO: DECLARESE NO PROBADADA la excepción de falta de integración de
litisconsorte necesario por pasiva propuesta por el MINISTERIO DE EDUACIÓN –
FOMAG.

TERCERO: DECLARESE PROBADADA la excepción de falta de legitimación en la
causa por pasiva propuesta por el DEPARTAMENTO DEL CESAR.

CUARTO: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción de caducidad, por la cual el
despacho se pronunció.

QUINTO: Ciérrese el período probatorio.
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SEXTO: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por el
término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo
tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado y
no requiere fijación en lista por secretaría. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/dag

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy 27 de abril del año 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, veintiséis (26) de abril del año dos mil veintidós (2022).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: EDELMIRA ROSA DE LA CRUZ TAPIAS,

DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL –
(FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES
DEL  MAGISTERIO),  MUNICIPIO  DE  VALLEDUPAR-
SECRETARIA DE EDUCACION.

RADICADO: 200013333-002-2021-00162-00

JUEZ: VICTOR ORTEGA VILLAREAL

CONSIDERACIONES

De conformidad con los artículos 12 y 13 del Decreto Legislativo 806 de 04 de junio
de 2020 proferido por el gobierno nacional producto de la pandemia del Covid-19
“Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información
y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado
de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, el Despacho procede a pronunciarse
respecto de la resolución de excepciones previas en esta jurisdicción.

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término
para
reformar
demanda

Fecha
inicial

Fecha final Fecha
inicial

Fecha final

07/02/2022 08/02/2022 09/02/2022 23/03/2022 06/04/2022

Revisado  el  expediente,  se  constata  que  el  Ministerio  de  Educación  –  Fomag
contestó de manera oportuna formulando la excepción previa de ineptitud sustancial
de la demanda. 

Por su parte, el municipio de Valledupar no dio respuesta a la presente demanda,
pese  a  que  por  secretaría  hicieron  las  notificaciones  respectivas  y  se  le  corrió
traslado de esta dentro del término previsto en la ley.  

Frente a la excepción de ineptitud de la demanda propuesta por el  Ministerio de
Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la
Fiduciaria  previsora  S.A  procede  el  despacho  a  pronunciarse  en  los  siguientes
términos:
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INEPTA DEMANDA: la inepta demanda tiene dos manifestaciones principales,
una la atinente a la indebida acumulación de pretensiones, que se ha visto
cada vez menos utilizada, en tanto la tendencia del operador jurídico es la de
conocer  y  asumir  el  estudio  de  lo  que  pueda  dentro  de  esa  indebida
acumulación y, la otra, que la que interesa en este caso, cuando la demanda
no reúne los  requisitos  legales  y  todo lo  que  directa  o  indirectamente  los
afecte. 

En  más  de  las  veces,  erradamente,  los  sujetos  procesales  e  incluso  los
operadores jurídicos, etiquetan toda irregularidad dentro del gran contenido de
la inepta demanda, lo cual desborda el entendimiento de la figura del libelo
inadecuado, por cuanto el  planteamiento por vía de la excepción previa no
puede llevar a asumir los aspectos propios del fondo del litigio. Pues bien, en
los casos de nulidad y restablecimiento del derecho, los requisitos legales son
aquellos  contenidos  en  el  artículo  162  del  CPACA,  que  corresponde  al
proceso contencioso administrativo son: 

- La designación de las partes y de sus representantes. 
- Las pretensiones expresadas con precisión y claridad. 
- Los hechos debidamente determinados, clasificados y numerados. 
- Los fundamentos de derecho de las pretensiones. 
- Si la demanda es contra acto administrativo, las normas violadas y el
concepto de violación. 
- Las pruebas y la petición de pruebas. 
-  El  lugar  y  dirección  donde  las  partes  y  el  apoderado  de  quien
demanda recibirá notificaciones personales. Es viable que sea dirección
electrónica.

La ineptitud sustantiva de la demanda se encuentra consagrada en el numeral
5º  del  artículo  100  del  Código  General  del  Proceso,  hace  referencia  a  la
ausencia de los requisitos formales de la demanda o la indebida acumulación
de pretensiones, sin embargo, revisado el contenido de la demanda la misma
se admitió por parte del despacho, y el en el CPACA el artículo 162 consagra
los requisitos mínimos que debe contener toda demanda, por lo que el líbelo
se encuentra presentado en debida forma y la excepción no tiene vocación de
prosperar.

Para configurarse la presente excepción, la parte accionada debió aportar con
la  contestación  que  notificó  decisión  al  respecto,  para  dar  respuesta  a  la
petición del  demandante,  donde constara que contra el  mismo procedía el
recurso de apelación, y que la parte actora no lo presentó.

En ese mismo orden, el artículo 161, numeral 2° del CPACA, consagró como
requisito de procedibilidad de la acción contencioso-administrativa, respecto a
la impugnación de actos administrativos lo siguiente: 

“Cuando se presenta la nulidad de un acto administrativo particular deberán
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la Ley fueren
obligatorios. El silencio negativo en relación con la primera petición permitirá
demandar directamente el acto presunto. 

Si las autoridades administrativas no hubieran dado oportunidad de interponer
los  recursos procedentes,  no  será  exigible  el  requisito  que se  refiere  este
numeral” 

Es decir,  que la norma en comento no consagra que el accionante ante la
configuración de un acto administrativo ficto o presunto de carácter negativo
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debe presentar una nueva petición para que la entidad renuente a contestar
certifique que no dio respuesta a la solicitud inicial por cuanto esto convertiría
a la actuación en interminable al reiniciarse nuevamente los términos para dar
respuesta, lo que no ha sido la finalidad del legislador. 

La excepción de ineptitud sustantiva de la demanda se reitera que procede
ante la falta de interposición del recurso de apelación, el cual es de carácter
obligatorio, pero este solo procede contra los actos administrativos particulares
que dan la oportunidad para interponerlo, lo que significa que constituye un
presupuesto  procesal  para  acudir  ante  la  jurisdicción  contencioso-
administrativa.

También se incluiría la norma sobre anexos necesarios del artículo 166 ib., a
fin  de  que  en  los  procesos  en  los  que  se  discute  la  legalidad  del  acto
administrativo,  se  adjunte  copia  del  acto  acusado  con  las  constancias  de
publicación, comunicación, notificación o ejecución, según el caso. 

Es claro que a partir de los dispositivos indicados, el demandante debe invocar
la norma que considera se transgrede y aparejado a ello, cuando se trata de
desvirtuar la presunción de legalidad del acto administrativo, debe esgrimir la
argumentación sobre las razones por las que éste infringe el ordenamiento
jurídico que se menciona, por eso con buen criterio, se dice que la jurisdicción
de lo contencioso administrativo, sobre todo cuanto se trata de desvirtuar la
presunción de legalidad del acto, es de estirpe rogada. 

El concepto de violación en materia de cuestionamiento de la legalidad del
acto administrativo, junto con la causa petendi, desmarca la indeterminación o
imprecisión sobre qué es lo que se quiere judicializar y por qué, y da paso a
los límites, por demás adecuados, de cara a la presunción de legalidad que
protege el  acto,  para  que el  operador  jurídico  pueda abordar  el  análisis  y
adoptar la decisión que se encuadra en aquellos aspectos o derroteros que el
demandante en su libelo introductorio pone de presente y que luego, se van
nutriendo con las demás postulaciones de los restantes sujetos procesales,
quienes  pueden  apoyar  los  argumentos  de  la  demanda  -como  tercero
interesado o coadyuvante- u oponerse mediante la concurrencia como parte
pasiva o también como tercero interesado o coadyuvante. 

Se  trata  entonces  de  un  medio  instrumental  de  vital  importancia  para  el
proceso que versa sobre la legalidad del acto y para su buen término mediante
decisión, pero no puede considerarse como un aspecto que permita descartar
la  demanda  y,  por  ende,  su  ingreso  a  la  jurisdicción  de  lo  contencioso
administrativo, en etapas tempranas. De ahí que se permita su subsanación e
incluso su reforma.

Para  el  despacho  los  argumentos  expuestos  por  la  defensa  técnica  de  la
entidad demandada no tienen vocación de prosperar, si bien es cierto que la
excepción previa de ineptitud sustantiva de la demanda se fundamenta en la
falta de los requisitos formales o por la indebida acumulación de pretensiones,
en  el  caso  objeto  de  estudio  no  se  presentan  ninguna  de  estas  dos
circunstancias,  toda  vez  que  con  el  libelo  inicial  la  parte  actora  señala
expresamente las disposiciones normativas bajo las cuales ataca de nulidad el
acto demandado, contenido en las disposiciones de la ley 91 de 1989. Art. 5 y
15, ley 244 de 1995. Artículos 1 y 2, ley 1071 de 2006. Artículos 4 y 5, por lo
que habrá de negarse la excepción propuesta.

Ahora bien, el despacho procede a pronunciarse de oficio frente a la excepción de 
caducidad. 
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CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal d) del
CPACA.

“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La
demanda deberá ser presentada:

1. En cualquier tiempo, cuando: (…) d) Se dirija contra actos producto del
silencio administrativo;” 

Bajo este entendido, teniendo en cuenta que el acto administrativo acusado es
producto del silencio administrativo frente a la petición de fecha 18 de marzo
de 2020, el medio de control de la referencia puede ser invocado en cualquier
tiempo.

Las demás excepciones serán resueltas en la sentencia.

FIJACIÓN DEL LITIGIO

Procede  este  despacho  a  establecer,  si  el  acto  administrativo  demandado  se
encuentra viciado de nulidad, al determinarse si le asiste derecho o no, a la señora
EDELMIRA  ROSA  DE  LA  CRUZ  TAPIAS,  al  reconocimiento  y  pago  de  la
indemnización moratoria consignada en la Ley 244 de 1995, subrogada por la Ley
1071 de 2006, como consecuencia del presunto pago tardío de sus cesantías.  

PRUEBAS SOLICITADAS

La parte demandante aportó las pruebas que se indica a folio 12 del anexo 01 del
expediente digital.

La  parte  demandada  Nación  –  Ministerio  de  Educación  –  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio solicitó oficiar a la entidad territorial para que
allegara al expediente copia del trámite administrativo dado al derecho de petición
radicado en las oficinas de dicha entidad.

En el presente asunto, sólo se decretarán las pruebas que sean necesarias para
demostrar los hechos sobre los cuales hay disconformidad, frente a los cuales no
obre constancia dentro del expediente y que las partes no estuvieran en el deber de
aportar, por ser este el espíritu de lo previsto en el CPACA.

Procede el señor juez, a decretar las siguientes pruebas: 

A. Parte demandante. 

Téngase como prueba documental en su alcance legal los documentos allegados
por la PARTE DEMANDANTE al presentar la demanda, que obran en los folios
14 al 28 del anexo 1 del expediente. 

B. Parte demandada
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Téngase como prueba documental en su alcance legal los documentos allegados
por el Ministerio de educación – Fomag al presentar la demanda, que obran en
los folios 24 al 45 del anexo 19 del expediente.

En ese orden, procede el despacho a cerrar período probatorio y ordenará correr
traslado a las partes para que presenten sus alegatos de conclusión por el término
de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien lo tiene, la
sentencia  se  proferirá  por  escrito  dentro  de  los  veinte  (20)  días  posteriores  al
vencimiento del término de alegatos.

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar,

III.- DISPONE

PRIMERO:  DECLARESE  NO  PROBADADA  la  excepción  de  inepta  demanda
propuesta por el MINISTERIO DE EDUACIÓN – FOMAG.

SEGUNDO: DECLÁRASE NO PROBADA la excepción de caducidad, por la cual el
despacho se pronunció.

TERCERO: Ciérrese el período probatorio.

CUARTO: Córrasele traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión por
el término de diez (10) días y al Ministerio Público para que emita concepto si a bien
lo tiene, el cual inicia al día siguiente de la notificación de esta providencia por estado
y no requiere fijación en lista por secretaría. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ

J2/VOV/dag

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy 26 de abril del año 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, veintiséis (26) de abril del año dos mil veintidós (2022).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: JENNIFER DEL CARMEN DURANTES GAMARRA

DEMANDADO NACIÓN  –  MINISTERIO  DE  AGRICULTURA  y
DESARROLLO RURAL  -  UNIDAD ADMNISTRATIVA
ESPECIAL  DE  GESTIÓN  DE  RESTITUCIÓN  DE
TIERRAS DESPOJADAS

RADICADO: 200013333-002-2021-00271-00

JUEZ: VICTOR ORTEGA VILLAREAL

CONSIDERACIONES

De conformidad con los artículos 12 y 13 del Decreto Legislativo 806 de 04 de junio
de 2020 proferido por el gobierno nacional producto de la pandemia del Covid-19
“Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la información
y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y
flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el marco del Estado
de Emergencia Económica, Social y Ecológica”, el Despacho procede a pronunciarse
respecto de la resolución de excepciones previas en esta jurisdicción.

En consecuencia, los términos de notificación, del traslado de la demanda y de la
reforma del presente proceso se surtieron de la siguiente manera:

Término de notificación Traslado de Demanda Término
para
reformar
demanda

Fecha
inicial

Fecha final Fecha
inicial

Fecha final

07/02/2022 08/02/2022 09/02/2022 23/03/2022 06/04/2022

Revisado el expediente, se constata que la Unidad de Restitución de Tierras contestó
de  manera  oportuna,  formulando  excepciones.  De  igual  forma,  el  ministerio  de
agricultura  y  desarrollo  rural  presentó  su  escrito  de  contestación  formuló
excepciones.  

Ahora bien, el despacho procede a pronunciarse de oficio frente a la excepción de
caducidad. 

CADUCIDAD DE LA ACCIÓN 

Están  surtidos  los  requisitos  de  procedibilidad  y  no  se  ha  configurado  LA
CADUCIDAD DE LA ACCION; conforme al art 164, numeral 1º, literal d) del
CPACA.
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“ARTÍCULO  164.  OPORTUNIDAD  PARA  PRESENTAR  LA  DEMANDA. La
demanda deberá ser presentada:

2. En los siguientes término s, so pena de que opere la caducidad: (…)
d)  Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del  derecho,  la
demanda deberá  presentarse  dentro del  término de cuatro (4)  meses
contados   a   partir   del   día   siguiente   al   de   la   comunicación,
notificación, ejecución o  publicación  del  acto  administrativo según  el
caso,  salvo  las   excepciones  establecidas  en  otras   disposiciones
legales;” 

En  atención  a  la  norma  antes  mencionada,  se  declara  NO  PROBADA  la
excepción de caducidad, en el presente medio de control, teniendo en cuenta
que el acto administrativo demandado contenido en el oficio Administrativo No
URT-DTCG -00525 Radicado DTCG2-202100941 de 15 de abril de 2021 fue
notificado el mismo día, la solicitud de conciliación fue presentada el 09 de
agosto  de  2021  y  expedida  el  acta  el  21  de  septiembre  de  2021,  siendo
presentada la demanda el 27 de septiembre de 2021. 

Sería del caso incorporar las pruebas documentales, esto si el asunto fuera de puro
derecho para dar aplicación a la figura de la sentencia anticipada en los términos de
los artículos 12 y 13 del Decreto Legislativo 806 del 04 de junio de 2020, proferido
por el gobierno nacional, sin embargo, las partes solicitaron la práctica de pruebas,
por  lo  que  se  procede  a  fijar  fecha  para  la  celebración  de  la  audiencia  inicial
consagrada en el artículo 180 de la Ley 1437 de 2011. 

En  razón  y  mérito  de  lo  expuesto,  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  de
Valledupar, se

II.- DISPONE

PRIMERO: DECLÁRESE NO PROBADA la excepción previa de CADUCIDAD DE LA
ACCIÓN, por la cual el despacho se pronunció oficiosamente de conformidad con las
razones expuesta en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO: Fíjese fecha para el día 06 de octubre de 2022 a las 9:00am como fecha
de la celebración de audiencia inicial de que trata el artículo 180 del CPACA. 

TERCERO: De acuerdo con las directrices fijadas por la alta dirección y para efectos
de celebrar la audiencia virtual en el marco de las contingencias generadas por la
pandemia del COVID-19 por Secretaría efectúese las citaciones respectivas a través
de  la  plataforma  LifeSize  a  los  correos  electrónicos  registrados  en  el  presente
proceso, o también podrá realizarse de manera presencial de conformidad con las
condiciones de salubridad pública.

CUARTO: Los apoderados judiciales deberán concurrir obligatoriamente so pena de
las sanciones a que haya lugar por la inasistencia. “Al apoderado que no concurra a
la audiencia sin justa causa se le impondrá multa de dos (2) salarios mínimos legales
mensuales vigentes.” Numeral 4° Art. 180 CPACA.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL
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JUEZ

J2/VOV/dag

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes por
anotación en el ESTADO ELECTRONICO No. 

Hoy 27 de abril del año 2022 Hora 08:00 am

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

     

Valledupar, veintiséis (26) de abril de dos mil veintidós (2022)
     
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: ROBERTO CARLOS MARQUEZ RODRIGUEZ

DEMANDADO: NACIÓN  -  MINISTERIO  DE  DEFENSA  -  POLICIA
NACIONAL.

RADICADO: 20001-33-33-002-2021-00290-00

 JUEZ:                               VICTOR ORTEGA VILLARREAL

I. ASUNTO

Vista la nota secretarial que antecede, se informa que el apoderado judicial de la
parte demandante presentó memorial de fecha diecisiete (17) de marzo de 2022
solicitando reforma de la demanda de la referencia dentro del término oportuno
para  hacerlo;  así  las  cosas,  procede  el  despacho a  pronunciarse  teniendo en
cuenta las siguientes,

II. CONSIDERACIONES

El artículo 173 de la ley 1437 de 2011 hace referencia a la reforma de la demanda,
consagrando que: 

“El demandante podrá adicionar, aclarar o modificar la demanda, por una sola vez,
conforme a las siguientes reglas:

1. La reforma podrá proponerse hasta el vencimiento de los diez (10) días
siguientes  al  traslado  de  la  demanda.  De la  admisión  de  la  reforma se
correrá traslado mediante notificación por estado y por la mitad del término
inicial (…). 

2. La reforma de la demanda podrá referirse a las partes, las pretensiones,
los hechos en que estas se fundamentan o a las pruebas.

(…)”.

Por estimarse procedente, de conformidad con la norma precitada, el despacho
admitirá la reforma de la demanda propuesta dentro del término legal por la parte
demandante, respecto de los hechos y pruebas en el  proceso de la referencia
conforme al memorial visible dentro del expediente. 

De  acuerdo  con  lo  expuesto,  este  despacho  en  ejercicio  de  sus  facultades
constitucionales y legales; 

III. DISPONE

1



     

PRIMERO:  ADMITIR  la  reforma  de  la  demanda  propuesta  por  el  apoderado
judicial de la parte demandante, por las razones expuestas, notifíquese el presente
auto a la parte demandada, se surtirá por estados, de conformidad con lo previsto
en el numeral 1º artículo 173 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo
Contencioso Administrativo. 

SEGUNDO:  Córrase  traslado  por  el  término  de  quince  (15)  días,  para  que  la
demandada pueda contestar la reforma. 

TERCERO:  Notifíquese  personalmente  al  Ministerio  Público,  en  este  caso,  al
señor Procurador 185 Judicial delegado ante los Juzgados Administrativos de esta
ciudad. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

VÍCTOR ORTEGA VILLARREAL
JUEZ

J2/VOV/dag

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes
por  anotación  en el  ESTADO ELECTRONICO No.
_______

Hoy 27 de abril de 2022 Hora 8:00AM
___________________________

YAFI JESUS PALMA ARIAS
Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR 

Valledupar, veintiséis (26) de abril del año dos mil veintidós (2022).

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

DEMANDANTE: RICHARD ALEXIS PARDO ZARATE

DEMANDADO EL INSTITUTO DE TRANSITO Y TRANSPORTES DE

AGUACHICA.

RADICADO: 200013333-002-2021-00299-00

JUEZ: VICTOR ORTEGA VILLAREAL

I. ASUNTO

Estando el  proceso al  despacho para determinar  si  procede a fijar  fecha para
audiencia  inicial  que  trata  el  artículo  180  del  CPACA o  aplica  la  figura  de  la
sentencia  anticipada  establecida  en  el  artículo  182A  de  la  ley  1437  de  2011
procede  a  realizar  el  siguiente  requerimiento  probatorio  como  quiera  que  las
pruebas solicitadas por la parte demandante son documentales: 

“Requiérase  al  INSTITUTO  DE  TRANSITO  Y  TRANSPORTES  DE
AGUACHICA para que en el término improrrogable de cinco (05) días, con
destino  al  presente  proceso,  allegue  copia  integra  del  expediente
administrativo de la resolución No. 84321-2020 del 26 de octubre de 2020.
Así mismo, allegue certificación de haber notificado el aviso con copia de la
orden de comparendo y sus anexos”.

Se advierte que en caso de hacer caso omiso a la presente orden judicial,
se  le  iniciará  el  incidente  de  desacato,  háganse  las  prevenciones  del
numeral 3° del artículo 44 del Código General del Proceso.

En mérito de lo expuesto, el despacho;

II. DISPONE

PRIMERO:  OFICIESE  al  INSTITUTO  DE  TRANSITO  Y  TRANSPORTES  DE
AGUACHICA para que en el término improrrogable de cinco (05) días, con destino
al  presente  proceso,  allegue  copia  integra  del  expediente  administrativo  de  la
resolución  No.  84321-2020  del  26  de  octubre  de  2020.  Así  mismo,  allegue
certificación de haber notificado el aviso con copia de la orden de comparendo y
sus anexos. 

SEGUNDO: Por secretaria, líbrense los oficios respectivos.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

VICTOR ORTEGA VILLARREAL

JUEZ 

J02/VOV/dag



REPÚBLICA DE COLOMBIA
JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL

CIRCUITO
Valledupar - Cesar

          Secretario
La presente providencia, fue notificada a las partes
por  anotación  en el  ESTADO ELECTRONICO No.
_______

Hoy 27 de abril de 2022. Hora 08:00 a.m.

___________________________
YAFI JESUS PALMA ARIAS

Secretario
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

Valledupar, Veintiséis (26) de Abril  de dos mil Veintidós (2022)
     

MEDIO DE CONTROL:  ACCION  DE  TUTELA -  INCIDENTE  DE 
DESACATO
DEMANDANTE: JULIETH CATERINE GARCÍA HERNÁNDEZ

DEMANDADO:  ASOCIACION SINDICAL ASPESALUD y COMPARTA  EPS  en
liquidación
RADICADO: 20001-33-33-002-2022-000121-00      

JUEZ: VICTOR  ORTEGA VILLARREAL

I. ASUNTO.

Visto el informe secretarial que antecede, previo a la admisión del incidente de
desacato propuesto por  la  señora JULIETH CATERINE GARCÍA HERNÁNDEZ
quien  actúa  en nombre propio, se hace necesario conminar a la accionada a fin
que se pronuncie sobre el trámite impartido, a dar cumplimiento a la orden judicial
emitida por esta agencia judicial  el día 08 de abril  de mil  veintidós (2022),  por
consiguiente:

II.  RESUELVE

PRIMERO:  Ofíciese a LA  ASOCIACION SINDICAL ASPESALUD y COMPARTA
EPS  en  liquidación, para que en el término improrrogable de 48 horas, manifieste
si ha dado cumplimiento a la orden judicial impartida por esta agencia judicial el
día 08 de abril de mil veintidós (2022), en lo concerniente a “realizar el pago de la
licencia de maternidad correspondiente a 126 días comprendidos entre el 03 de
junio  de  2021 y el  06 de septiembre de 2021,  así mismo deberá  pagar la
incapacidad médica prenatal  configurada el  18 de mayo de 2021”.  Líbrese los
oficios por secretaria y comuníquese la presente decisión a través del medio más
eficaz en este estado de emergencia (correo electrónico, MSN, redes sociales, o
mensaje de voz). 

SEGUNDO:  Requiérase  a  la  oficina  de  talento  humano  de  la  ASOCIACION
SINDICAL ASPESALUD y COMPARTA  EPS  en  liquidación, para que informe
con  destino  al  presente  proceso,  nombre  completo  e  identificación  del  actual
gerente zonal de ASOCIACION SINDICAL ASPESALUD y COMPARTA  EPS  en

liquidación, estableciendo  identificación,      salario,    correo  electrónico,    en el  
cual  pueda  ser  notificado de  la  admisión  del  trámite  incidental  en  su  contra.
Por  secretaria  líbrense  las  comunicaciones  respectivas.

Notifíquese y Cúmplase.

1



 VICTOR  ORTEGA VILLARREAL
Juez 

   

J02/VOV/lam
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE VALLEDUPAR

  
  Valledupar, Veintiséis (26) de Abril de dos mil veintidós (2022)

MEDIO DE CONTROL: ACCION POPULAR

DEMANDANTE: Empresa Trasporte Contracosta S.A.S

DEMANDADO: TERMINAL    DE    TRANSPORTES    DE
VALLEDUPAR  Y  TERMINAL   DE   TRANSPORTES
DE  BARRANQUILLA

RADICADO: 20001-33-33-002-2022-00146-00

I.VISTO

Visto el  Informe  secretarial  que  antecede,  se  informa  del  ingreso  de  la
ACCION POPULAR  promovida  por  la  Empresa de Trasporte Contracosta S.A.S
contra  el TERMINAL   DE   TRANSPORTES   DE   VALLEDUPAR Y TERMINAL
DE  TRANSPORTES  DE  BARRANQUILLA, que  ingresó  mediante acta  de
reparto de fecha Veintidós (22) de Abril de la presente anualidad. De acuerdo con
lo anterior, este despacho judicial procederá a hacer el estudio de admisibilidad de
la acción popular teniendo en cuenta las siguientes,

II.CONSIDERACIONES

El artículo 88 de  la  constitución  política  dispuso  que  la  ley  regulará  las
acciones  populares  para  la  protección  de  los  derechos  e  intereses  colectivos,
relacionados con  el  patrimonio,  el  espacio,  la  seguridad  y  la  salubridad
públicos,  la  moral administrativa,  el  ambiente,  la  libre  competencia  económica
y  otros  de  similar naturaleza que se definen en ella.

La ley 472 de 1998 en el desarrollo del artículo 88 de la constitución contempló
que las  acciones  populares  son  los  medios  procesales  para  la protección
delos derechos e intereses colectivos y se ejercen para evitar el daño contingente,
hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e
intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible;
así mismo en el artículo 18 establece los requisitos formales que debe contener la
demanda o petición.



Revisado el contenido formal  de  la  presenta  acción popular  se  concluye  por
esta agencia judicial que cumple con los requisitos señalados en el artículo 18 de
la ley 472 de 1998, para su admisión.

Por lo expuesto  por  el  Juzgado  Segundo  Administrativo  Oral  del  Circuito  de
Valledupar,

III.DISPONE

PRIMERO:   ADMITIR   la   demanda   de   ACCION   POPULAR   con   sus
anexos,  presentada  por  la  EMPRESA  TRASPORTE  CONTRACOSTA  S.A.S,
contra TERMINAL   DE   TRANSPORTES   DE   VALLEDUPAR Y TERMINAL DE
TRANSPORTES   DE   BARRANQUILLA  de   conformidad   con   la   parte
considerativa  de  esta providencia.

SEGUNDO:   NOTIFÍQUESE  mediante  correo  electrónico   al   Agente   del
Ministerio Público, en este caso, a la Procuradora 185 Judicial delegada ante este
Despacho, de conformidad con lo establecido en el artículo 48 de la ley 2080 de
2021. 

TERCERO:  NOTIFÍQUESE  a  través  de  correo  electrónico  al  representante
de   la  parte  demandada  al  TERMINAL    DE    TRANSPORTES    DE
VALLEDUPAR Y TERMINAL DE  TRANSPORTES DE  BARRANQUILLA    y
córrasele traslado de la demanda por el término de diez (10) días a partir de la
notificación de este  auto  para  hacerse  parte  en  el  proceso.  

Así  mismo,  se  le  informará  que  la decisión  definitiva  será  proferida  dentro
de  los  treinta  (30)  días  siguientes  al vencimiento  del  término  de  traslado  y
que  tiene  derecho  a  solicitar  la  práctica de pruebas con la contestación de la
demanda, como lo reza el artículo 22 de la ley 472  de  1998.

CUARTO:NOTIFIQUESE  esta  providencia  a  la  Defensoría  del  pueblo  de
esta ciudad,  que  puede  intervenir  en  el  trámite  de  la  acción  popular  en
atención  a  lo dispuesto en el artículo 13 inciso 2° de la ley 472 de 1998.

QUINTO: Ordénese a Secretaría dar aplicación al inciso tercero del artículo 201
del CPACA.  Téngase  como  correo  electrónico  de  la  parte  demandante  el
aportado:

Notifíquese y Cúmplase

VICTOR ORTEGA VILLARREAL
JUEZ

J2/VOV/deg
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